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SEÑORES
JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE ZIPAQUIRÁ
E.          S.         D.
 
 

REFERENCIA.              25899333300320170023300
DEMANDANTE:            MUNICIPIO DE ZIPAQUIRÁ
DEMANDADO:              GONZALO ROBAYO GONZÁLEZ
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO

 
Asunto. Recurso de apelación

 
Martha Mireya Pabón Páez, identificada como aparece al pie de mi firma, actuando como apoderada judicial del
Municipio de Zipaquirá, me permito presentar recurso de apelación contra el auto que negó el decreto de la
medida cautelar de suspensión provisional, notificado el 6 de julio de 2021. 

Anexos: 
1. Recurso de apelación referenciado. 

 
Atentamente,
 
 

Pabon
Martha Pabón Páez
Abogada Socia

Pabón Abogados & Asociados

http://www.pabonabogados.com.co/
Tel: (571) 7944902. Cel: (571) 3215120117

Calle 12 No.7-32 Of. 609 y 610 
Edificio Banco Comercial Antioqueño.
Bogotá - Colombia.
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 
JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE ZIPAQUIRA 

 

 
Exp.:                258993331001-2011-00077  

Actor:              MARIA DEL CARMEN GONZALEZ TORRES 

Demandado:   UGPP 

Acción:            NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 

  

EL SUSCRITO SECRETARIO HACE CONSTAR: 
 

 

Que las copias adjuntas a la presente, son COPIA AUTÉNTICA, del fallo 
emitido el día 3 de diciembre de 2012 por el Juzgado Segundo Administrativo 
de Descongestión de Zipaquirá y de la sentencia de segunda instancia de 
fecha 12 de marzo de 2015, que quedaron debidamente ejecutoriadas el 10 
de abril de 2015. 
 
Así mismo, se hace constar que, dentro del expediente de la referencia 
fungió como apoderado de la parte actora el doctor MARCO ANTONIO 
MANZANO VASQUEZ, identificado con C.C. 19.067.007, y T.P. 45.785 del 
C.S. de la J. 
 
Los folios anexos a este archivo son la copia autentica, cualquier 
modificación alterará su autenticidad, la cual podrá ser constatada en 
el aplicativo de firma electrónica. 
 
En Zipaquirá, a los ocho (8) días del mes de julio del año 2021. 
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SEÑORES 

JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE 

ZIPAQUIRÁ  

E.          S.         D.  

 

 

REFERENCIA.              25899333300320170023300 

DEMANDANTE:            MUNICIPIO DE ZIPAQUIRÁ  

DEMANDADO:              GONZALO ROBAYO GONZÁLEZ  

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL 

DERECHO  

 

Asunto. Recurso de apelación  

 

Martha Mireya Pabón Páez, identificada como aparece al pie de mi firma, 

actuando como apoderada judicial del Municipio de Zipaquirá, me permito presentar 

recurso de apelación contra el auto que negó el decreto de la medida cautelar de 

suspensión provisional, notificado el 6 de julio de 2021, conforme a los siguientes:  

 

I. ARGUMENTOS DE DERECHO: 

 

1. La Resolución P No. 197 de 2010 atenta de forma flagrante y directa 

con lo dispuesto en el ordenamiento y la jurisprudencia 

constitucional, por lo que se encuentran acreditados los requisitos 

para que se decrete la medida cautelar solicitada:  

 

El Despacho expuso los siguientes argumentos para negar el decreto de la medida 

cautelar:  

 

“Pues bien, se puede evidenciar que la determinación de la legalidad del 

acto administrativo, hace relación con el debate probatorio propio del medio 

de control que debe surtirse dentro de las etapas del procedimiento 

contencioso, por cuanto se deberá examinar si las prórrogas 

automáticas de la convención colectiva de trabajo que se surtían 

cada seis meses, y con mayor precisión, la última de ellas, se 

encontraba dentro del ámbito de vigencia del mencionado 

parágrafo transitorio, y adicionalmente habrá de estudiarse si la 

situación del demandado se encontraba dentro de las expectativas 

legítimas, y en el estado actual, realizando una ponderación de intereses, 

no se advierte la necesidad de suspensión provisional del acto 
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administrativo, recuérdese que en todo caso la adopción de medida cautelar 

corresponde a una excepción, y tampoco se presentan pruebas suficientes 

para establecer que resultaría más gravoso para el interés público negar la 

medida que concederla.” 

 

Concretamente, los argumentos del Despacho se relacionan con: i) la necesidad de 

corroborar si la vigencia de la Convención Colectiva en virtud de las prórrogas 

automáticas se encontraba dentro del ámbito de vigencia del parágrafo transitorio 

del artículo 48 de la Constitución Política y ii) Si la situación del demandado se 

encontraba dentro de las expectativas legítimas.  

 

Sea lo primero indicar que, el material probatorio que se encuentra 

incorporado al expediente, la normatividad constitucional y los 

pronunciamientos jurisprudenciales relacionados con el asunto, son 

suficientes y suficientemente dicientes para resolver de fondo la solicitud en favor 

del municipio. Por ende, exista la necesidad de suspender el acto, más, si se tiene 

en cuenta que la vigencia de este afecta el patrimonio del Municipio de Zipaquirá.  

 

Con la finalidad de dejar en evidencia que los puntos con base en los cuales el 

despacho negó el decreto de la medida cautelar se encuentran plenamente 

acreditados, y por ende, que es procedente la suspensión del acto, se recordará lo 

ya dicho en la solicitud y en la demanda, en relación con la vigencia de la 

Convención, y la existencia o no de expectativas legitimas.  

 

a) La cláusula quinta de la Convención Colectiva no está vigente, ni lo 

estaba al momento de la  

 

Como se indicó en la Resolución P No. 197 de 2010 del 31 de diciembre de 2010 y 

se reiteró en la demanda, la Convención Colectiva de Trabajo celebrada por los 

trabajadores del municipio de Zipaquirá y la entidad territorial se suscribió el 12 de 

diciembre de 1978. En principio, esta Convención tenía una vigencia de 2 años, pro 

ante la falta de manifestación de las partes, la misma se prorrogó por periodos de 

seis (6) meses, tal como el artículo 478 del Código Sustantivo del Trabajo señala:  

 

“ARTICULO 478. PRORROGA AUTOMATICA. A menos que se hayan 

pactado normas diferentes en la convención colectiva, si dentro de los 

sesenta (60) días inmediatamente anteriores a la expiración de su término, 

las partes o una de ellas no hubieren hecho manifestación escrita de su 

expresa voluntad de darla por terminada, la convención se entiende 
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prorrogada por períodos sucesivos de seis en seis meses, que se 

contarán desde la fecha señalada para su terminación.” 

 

Al tiempo, en la cláusula quinta de la Convención Colectiva, se pactó:  

 

“El Municipio de Zipaquirá reconocerá pensión de jubilación a aquellos 

trabajadores que hayan prestado sus servicios al Municipio por más 

de veinte (20) años y tengan más de cincuenta (50) años de edad” 

 

Sin embargo, pese a que para el momento en el que se profirió la Resolución P No. 

197 de 2010, 31 de diciembre de 2010, la Convención Colectiva se encontraba 

vigente, lo cierto es que lo dispuesto en la cláusula quinta no, toda vez que de 

conformidad con lo establecido en el parágrafo 3 del artículo 48 de la Constitución 

Política, el límite temporal máximo de lo allí regulado, era hasta el 31 de 

julio de 2010:  

“PARÁGRAFO TRANSITORIO 3o.  Las reglas de carácter pensional que 

rigen a la fecha de vigencia de este Acto Legislativo contenidas en pactos, 

convenciones colectivas de trabajo, laudos o acuerdos válidamente 

celebrados, se mantendrán por el término inicialmente estipulado. En los 

pactos, convenciones o laudos que se suscriban entre la vigencia 

de este Acto Legislativo y el 31 de julio de 2010, no podrán 

estipularse condiciones pensionales más favorables que las que se 

encuentren actualmente vigentes. En todo caso perderán vigencia 

el 31 de julio de 2010.” 

De lo dispuesto por este artículo se desprenden dos efectos principales: i) A partir 

de la entrada en vigencia del Acto Legislativo 001 de 2005 (29 de julio de 2005) y 

hasta el 31 de julio de 2010 no se podían pactar condiciones pensionales más 

favorables de aquellas que se encontraban vigentes y ii) Los pactos y/o convenciones 

que estipularan condiciones más favorables, perderían vigencia el 31 de julio 

de 2010.  

Lo anterior, quiere decir que a partir del 31 de julio de 2010 la cláusula quinta de la 

Convención Colectiva de Trabajo suscrita por los trabajadores de Zipaquirá con la 

entidad perdió vigencia por expreso mandato constitucional, ya que, a partir 

de ese momento (31 de julio de 2010), cualquier pacto que reconociera 

condiciones pensionales más favorables era inconstitucional. Así lo ha 

indicado la Corte Constitucional1:  

 
1 Corte Constitucional, Sala Plena, SU-555-2014, M.P. Jorge Pretelt Chaljub, 24 de julio de 2014 
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“En este punto, es necesario aclarar que dentro de este período de transición es posible 

que se presenten prórrogas automáticas de las convenciones o pactos que se 

encontraban vigentes al 29 de julio de 2005, las cuales conservarán los beneficios 

pensionales que venían rigiendo con el fin de proteger igualmente, las expectativas y 

la confianza legítimas de quienes gozaban de tales prerrogativas. No obstante, dichas 

prórrogas no podrán extenderse más allá del 31 de julio de 2010, con 

independencia de la fecha en la que, sin este imperativo constitucional, hubieran 

expirado. Lo anterior, por cuanto el parágrafo consagra de manera indiscutible que 

todas las pensiones especiales finalizan el 31 de julio de 2010. 

(…)  

Del análisis de los mandatos constitucionales descritos, es posible concluir 

que después del 31 de julio de 2010 ya no podrán aplicarse ni disponerse 

reglas pensionales en los pactos y convenciones colectivas.” (Subrayado por 

fuera de texto) 

Lo indicado, permite concluir que desde la vigencia del Acto Legislativo 001 de 

2005 (29 de julio de 2005) todas las personas que pudieran estar cobijadas por 

una Convención Colectiva que ofrecía condiciones pensionales más favorables, 

conocían que, tales beneficios solo se causarían hasta el 31 de julio de 2010, por 

ende, aquellas personas que para esa fecha no hubieran cumplido con 

las condiciones, no serían acreedoras de la pensión allí pactada.  

Ahora, como el acto se emitió el 31 de diciembre de 2010, esto es, 5 meses 

después de que se hubiera tornado inconstitucional otorgar pensiones más 

favorables a las legalmente vigentes, es claro que su concesión es totalmente 

ilegal, y debe ser excluida del ordenamiento jurídico, así como suspendida 

inmediatamente.  

Así lo señaló de forma clara la Corte Constitucional2:  

“Por otro lado, la segunda parte de este parágrafo transitorio crea 
una norma de transición para las reglas de carácter pensional contenidas 
en los pactos o convenciones colectivas que se suscriban entre el 29 de 
julio de 20053 hasta el 31 de julio de 2010, señalando que en ellas no 
podrán consagrarse reglas pensionales que resulten más favorables a las 
que se encontraban vigentes a esa fecha, resaltando, de manera 
inequívoca, que las mismas perderán su vigor el 31 de julio de 
2010, de manera que, después de esa fecha, sólo regirán las normas 
contenidas en las leyes del Sistema General de Pensiones.  
 

 
2 Corte Constitucional, Sala Plena, SU- 555 de 2014, M.P. Jorge Pretelt Chaljub, 24 de julio de 2014.  
3 Entrada en vigencia del Acto Legislativo 01 de 2005. 
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En este punto, es necesario aclarar que dentro de este período de transición 

es posible que se presenten prórrogas automáticas de las convenciones o 

pactos que se encontraban vigentes al 29 de julio de 2005, las cuales 

conservarán los beneficios pensionales que venían rigiendo con el fin de 

proteger igualmente, las expectativas y la confianza legítimas de quienes 

gozaban de tales prerrogativas. No obstante, dichas prórrogas no podrán 

extenderse más allá del 31 de julio de 2010, con independencia de la 

fecha en la que, sin este imperativo constitucional, hubieran expirado. Lo 

anterior, por cuanto el parágrafo consagra de manera indiscutible que todas 

las pensiones especiales finalizan el 31 de julio de 2010. 

(…)  

Del análisis de los mandatos constitucionales descritos, es posible concluir 

que después del 31 de julio de 2010 ya no podrán aplicarse ni 

disponerse reglas pensionales en los pactos y convenciones 

colectivas, salvo que los existentes antes de la entrada vigencia del Acto 

Legislativo estipularan como término inicial, una fecha posterior.” 

Con base en la sentencia citada, queda claro que a pesar de que la Convención 

Colectiva suscrita entre los trabajadores del Municipio de Zipaquirá y la entidad 

territorial, se haya prorrogado, la vigencia máxima de las condiciones 

pensionales más favorables se cumplió el 31 de julio de 2010, y el acto fue 

emitido el 31 de diciembre de 2010, es decir, por fuera de la venta constitucional.  

b) GONZALO ROBAYO no tenía derechos adquiridos a obtener la 

pensión en los términos de la convención colectiva.  

Previo a realizar el análisis relativo a la existencia de derechos adquiridos, vale la 

pena aclarar que el señor GONZALO ROBAYO, para el 31 de julio de 2010, no había 

cumplido con los requisitos y/o condiciones exigidas en la Convención Colectiva.  

Ahora, teniendo en cuenta que el señor Gonzalo Robayo para el 31 de julio de 2010 

estaba próximo a cumplir los 50 años, pero no los había cumplido, vale la pena 

estudiar si tal circunstancia lo hace titular de una expectativa legitima objeto de 

protección constitucional. Al respecto, la Corte Constitucional en sentencia de 

unificación, señaló quienes eran titulares de una expectativa legitima:  

“Bajo ese entendido, este parágrafo transitorio sólo protegería los 

derechos y expectativas de aquellos que cumplen los requisitos 

para acceder a las pensiones convencionales contempladas, entre 

el 29 de julio de 2005 y el 31 de julio de 2010. Por el contrario, no 

podría constituir una expectativa legítima la de aquel trabajador que, en 
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virtud de una renovación automática de la convención, que, sin la citada 

prohibición vencería con posterioridad al 31 de julio de 2010, adquirió su 

derecho después de dicho límite. […] Se considerarán expectativas 

legítimas las de aquellos trabajadores que cumplieron los 

requisitos durante las prórrogas automáticas de las convenciones 

(vigentes, es decir, cuyos términos iniciales no se vencieron a la 

entrada en vigencia del acto legislativo) que se realizaron entre el 

29 de julio de 2005 y el 31 de julio de 2010.” (Subrayado por fuera 

de texto)  

Este último pronunciamiento aclara totalmente la problemática relativa a si el 

demandado era o no titular de una expectativa legitima. La Corte Constitucional 

estableció los requisitos a tener en cuenta a efectos de determinar cuando el derecho 

se encuentra adquirido, indicando que los únicos titulares de tal beneficio son 

aquellos que cumplieron con los requisitos pactados durante la vigencia 

de las prórrogas automáticas de las convenciones que se realizaron entre 

el 29 de julio de 20054 y el 31 de julio de 2010. Y, ello tiene todo el sentido, 

ya que desde la entrada en vigor del Acto Legislativo 001 de 2005, los posibles 

beneficiarios de condiciones convencionales más favorables en materia de pensión 

sabían que las mismas podían tener vigencia hasta el 31 de julio de 2005.  

Para el 29 de julio de 2005, que fue la fecha en la que se estableció que el límite 

máximo de los beneficios convencionales en materia pensional sería hasta el 31 de 

julio de 2010, el señor Gonzalo Robayo tenía 44 años, y ya se encontraba afiliado al 

Instituto de Seguros Sociales, por ende, no cumplía con las condiciones siquiera 

cercanas para que pudiera catalogarse como titular de una expectativa legitima.  

Lo máximo que podría configurarse dadas las condiciones, era una mera expectativa, 

que, de acuerdo con la jurisprudencia constitucional, sí puede ser modificada por el 

legislador, al tener una protección precaria. Así lo ha dicho, la Corte Constitucional5:  

“La Corte continúa su análisis diferenciándolas por otra parte de las meras 

expectativas que reciben una protección más precaria, aclarando el objeto 

y alcance de la protección constitucional a estas expectativas, diciendo que: 

‘la ley nueva sí puede regular ciertas situaciones o hechos jurídicos 

que aun cuando han acaecido o se originaron bajo la vigencia de 

una ley no tuvieron la virtud de obtener su consolidación de 

manera definitiva” 

 
4 Fecha de entrada en vigencia del Acto Legislativo 001 de 2005 
5 Corte Constitucional, Sentencia de Constitucionalidad C-540 de 2008 
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En ese orden de ideas, queda claro que: i) La vigencia de la convención colectiva 

de 1978 se prorrogó en los términos del artículo 478 del Código Sustantivo del 

Trabajo. Sin embargo, la cláusula quinta que establecía condiciones pensionales 

más favorables tuvo vigencia hasta el 31 de julio de 2010, fecha en la que el señor 

Gonzalo Robayo no acreditaba los requisitos exigidos, y ii) el señor Gonzalo 

Robayo no es titular de una expectativa legitima, lo cual impide que pueda ser 

beneficiario de la pensión colectiva que erradamente fue reconocida por el 

Municipio de Zipaquirá, ya que este acreditó los requisitos con posterioridad al 31 

de julio de 2010.  

En ese sentido, se encuentra debidamente acreditado que la Resolución P No. 197 

de 2010 desconoce de forma directa y manifiesta lo dispuesto por el parágrafo 

transitorio 3 del artículo 48 de la Constitución Política, toda vez que extendió los 

efectos de la Convención Colectiva más allá del periodo legal y 

constitucionalmente admitido. Sumado a ello, la jurisprudencia de unificación 

proferida por la Corte Constitucional, es clara en indicar: i) la prohibición de que 

los pactos, convenciones o acuerdos en materia de condiciones más 

beneficiosas, puedan tener vigencia posterior al 31 de julio de 2010, y ii) 

los únicos titulares de expectativas legitimas con respecto a las condiciones 

pensionales convencionales, son aquellos que hayan cumplido los requisitos 

pactados desde el 29 de julio de 2005 hasta el 31 de julio de 2010, circunstancia 

que en este caso no ocurrió.  

Ahora bien, el juez como garante del ordenamiento jurídico tiene el deber de tomar 

las medidas necesarias para salvaguardarlo. En este caso, ante la flagrante y 

directa violación de la Resolución que reconoció una pensión convencional, es a 

penas razonable que suspenda el acto administrativo en cuestión de forma 

inmediata, en los términos del artículo 231 del CPACA.  

Por las razones anteriores, me permito solicitar se revoque la decisión tomada 

mediante auto notificado el 6 de julio de 2021, consistente en negar la medida de 

suspensión provisional solicitada por la parte actora, toda vez que se encuentran 

acreditados los requisitos para su procedencia, y en su lugar, se decrete la 

suspensión provisional de la Resolución P No. 197 de 2010.  

 

Señora Juez, 

 

 
MARTHA MIREYA PABÓN PÁEZ. 

mailto:mpabon.asesorialegal@gmail.com


 
Dirección: Calle 12 No. 7-32  Of. 609                    Tel: 7944902    
Edif. Banco Comercial Antioqueño.               Móvil:+57(1) 321 5120117  
www.pabonabogados.com.co                          Email: mpabon.asesorialegal@gmail.com 
 

 

C.C. 52.887.262 de Bogotá D.C. 

T.P. 148.564 del C.S. de la J.  

 

mailto:mpabon.asesorialegal@gmail.com

	Correo_ Juzgado 03 Administrativo - Cundinamarca - Zipaquira - Outlook.pdf (p.1-2)
	2011-0077 constancia.pdf (p.3-62)
	2011-0077 constancia.pdf.pdf (p.1-59)
	COPIAS AUTENTICAS FALLOS.pdf (p.60)

	2021.07.08 Recurso de apelación contra auto que negó medida cautelar.pdf (p.63-70)

